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1. INTRODUCCIÓN 
 
 
 Para realizarse un análisis sobre la evolución del artículo 90 de la Constitución 
Política de Colombia en lo que respecta a la tipología de la responsabilidad del Estado, 
Con la Constitución de 1991 es preciso aludir a que hay un progreso trascendental y un 
cambio en el manejo de la responsabilidad del Estado, partiendo de que el mismo 
Constituyente fue quien asumió el asunto haciendo eco entonces de la evolución 
jurisprudencial hasta ahora reseñada.  
 
 
 El asunto más importante que surge de la redacción del texto constitucional es que 
en materia de responsabilidad del Estado ya no se analiza a través del prisma de la 
culpabilidad del agente, sino por la existencia del daño antijurídico causado a la víctima; 
a su vez y como consecuencia de lo acabado de decir, a la evolución en el tratamiento de 
los títulos de imputación por parte del Consejo de Estado fueron adicionados otros. 
 
 
 Se acude entonces al daño antijurídico ampliándose inmensamente las 
posibilidades de responsabilidad estatal. Expresa la Carta:  
 
Artículo 90: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
  sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades  
  públicas.  
 
  En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de  
  uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o  
  gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 
 
 
 Cuando la Constitución habla de que el Estado responderá patrimonialmente, 
quiere significar que surge esa obligación, sin discusión sobre calificación de la conducta 
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de su agente o entidad, por los daños antijurídicos que cause, entendiendo por estos los 
que la persona no tenga la obligación jurídica de soportar.  
 
 Es decir, mientras antaño se miraba la conducta del victimario o funcionario que 
causó el daño (falla del servicio por culpa o dolo) siendo aquél el protagonista del 
proceso, con la Constitución de 1991 el protagonista es la víctima, exigiéndose como 
primer elemento de análisis si existió o no un daño que llevara consigo un desequilibrio 
en las cargas públicas. Ese es el camino a seguir cuando se responda al interrogante de si 
la persona tenía o no el deber de soportar dicho daño, a fin de determinar si éste es 
indemnizable.  
 
 
 Si la Constitución prevé que el Estado ha de responder patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, siempre será necesario determinar a quién se 
adjudica la realización del hecho o la omisión que causa el daño, lo que da lugar al 
esclarecimiento del segundo elemento normativo como presupuesto de la responsabilidad 
estatal: la imputabilidad.  
 
 
 Visto gráficamente la nueva fórmula de la responsabilidad consagrada en la 
norma analizada se puede presentar de la siguiente manera: Daño antijurídico + 
imputación = responsabilidad.  
 
 
 Por daño antijurídico es menester entender, entonces, aquel que la víctima no está 
en el deber de soportar, porque el sistema jurídico no le impone dicha carga. El Consejo 
de Estado  ha explicado a través de sus providencias posteriores a 1991, que merced a la 
cláusula general de responsabilidad del Estado contenida en la Constitución de 1991, el 
daño resarcible se analiza teniendo en cuenta si hay o no deber para la víctima de 
soportarlo, y no desde el comportamiento del agente oficial que lo causó. 
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 De acuerdo con lo expuesto, el desarrollo de la propuesta investigativa tiene como 
finalidad demostrar cómo, a raíz de la vigencia de la Constitución Política de 1991, la 
responsabilidad extracontractual del Estado se modificó, en el sentido de que ostenta 
como único fundamento el elemento “daño”, lo cual lleva a  que sea menos importante o 
necesario el elemento intencional o subjetivo del autor del daño y cobra mayor 
relevancia, tanto para efectos de determinar el régimen de responsabilidad aplicable como 
para indemnizar los perjuicios sufridos por las víctimas, el resultado dañoso que 
experimenta el ofendido así en su patrimonio como en la órbita extra patrimonial. Y que 
los regímenes conocidos de responsabilidad (falla probada, falla presunta y regímenes 
objetivos) ya no son el fundamento sino que se convierten en recursos de la técnica 
jurídica destinados a hacer actuar la responsabilidad del Estado. 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
 Aunque se argumenta que la tipología de la responsabilidad del estado, no ha 
evolucionado mucho con el aporte de la constituyente de 1991, debe precisarse que el 
panorama de la responsabilidad extracontractual del estado colombiano antes de la 
Constitución Política de 1991, era el siguiente: 
 
 
 No existía consagración normativa sobre el tema de la responsabilidad 
extracontractual del estado, razón por la cual fue desarrollado por la jurisprudencia; la 
responsabilidad extracontractual del Estado, se basaba en el artículo 16 de la Constitución 
Política de 1886. 
 
 
 Los regímenes de responsabilidad extracontractual del estado colombiano, 
tratados por la jurisprudencia eran: 
 
 Falla del servicio probada; 
 Falla del servicio presunta; 
 Regímenes no condicionados a la presencia de la falla del servicio. 
 
 
 A partir de 1991, con la expedición de la Nueva Constitución y especialmente con 
la consagración en el artículo 90 de la misma, del concepto de “Daño Antijurídico” como 
fundamento de la responsabilidad patrimonial del Estado, han venido surgiendo variedad 
de criterios, opiniones y teorías acerca de la clase o tipo de responsabilidad que consagra 
la mencionada norma constitucional, es decir, sobre cuál es el régimen de responsabilidad 
que el artículo 90 de la Carta Política establece. 
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 Hay quienes sostienen que el artículo 90 de la Constitución Política, no cambió en 
nada el sistema que se venía utilizando, es decir, que se siguen aplicando los regímenes 
de falla del servicio probada como regla general, de falla del servicio presunta como un 
régimen intermedio y los regímenes no condicionados a la falla del servicio o regímenes 
objetivos, y que el concepto de “Daño Antijurídico”, es el género en el cual encontramos 
como especies los regímenes atrás mencionados. 
 
 
 Otros sostienen que al introducir el concepto “Daño Antijurídico”, lo que se hizo 
fue consagrar como régimen común, el de responsabilidad objetiva, es decir, una 
responsabilidad en la cual no es importante la presencia del elemento culpa, y que la 
jurisprudencia actual del Consejo de Estado Colombiano apunta hacia esta corriente, es 
decir, que presenta una tendencia hacia la “objetivación” de la responsabilidad del 
Estado, aunque todavía se habla de los sistemas donde se presenta una falla del servicio, 
sea está probada o presunta. 
 
 
 
2.1 Formulación del Problema 
 
 ¿Cómo ha sido la evolución del artículo 90 de la Constitución Política de 
Colombia (1991) en lo que respecta a la tipología de la responsabilidad del Estado, de 
acuerdo a la evolución constitucional, doctrinal y jurisprudencial? 
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3. HIPÓTESIS 
 
Hipótesis afirmativa 
 
 
 De acuerdo con los doctrinantes y la evolución normativa y jurisprudencial en 
Colombia con respecto a la tipología de la responsabilidad del Estado, este sistema por 
mucho tiempo ha sido considerado como el régimen común de Responsabilidad Estatal, 
siendo además el que en mayor número de ocasiones ha venido aplicando tanto el 
Consejo de Estado como los tribunales seccionales de lo Contencioso Administrativo.   
 
 
Hipótesis Negativa 
 
 Con respecto a la tipología de la Responsabilidad del Estado, con la Constitución 
de 1991, no existen progresos trascendentales partiendo desde el mismo constituyente 
hasta la evolución jurisprudencial ahora reseñada. 
 
.  
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4. JUSTIFICACIÓN 
 
 
          Resulta importante desarrollar el tema sobre la tipología de la responsabilidad del 
Estado antes y después de la Constituyente de 1991, ya que a lo largo del presente trabajo 
se mencionaran los diferentes regímenes que la jurisprudencia nacional ha desarrollado y 
aplicado respecto a la responsabilidad del estado, se afirmará por ejemplo que la falla del 
servicio ha sido propuesto como el régimen común; que los regímenes de responsabilidad 
objetiva son los que, hoy por hoy, presentan mayores desarrollos jurisprudenciales, en fin 
se estudiará su evolución, su tratamiento por parte de la jurisprudencia y doctrina.  
 
 
          Es así que se considera conveniente explicar en qué consisten tales regímenes, y 
además explicar los diferentes sistemas que componen el marco conceptual de la 
responsabilidad estatal, para así al momento de entrar a la discusión objeto de este 
trabajo, se cuente con la claridad y las precisiones necesarias para el adecuado manejo de 
los conceptos. 
 
 
 Es importante recalcar que la finalidad última y objetivo primordial de estos 
regímenes dentro del análisis de la responsabilidad estatal, es la de alcanzar o restablecer 
la equidad  vulnerada como consecuencia de las acciones u omisiones de la 
administración, que lesionan al administrado. Esta es otra razón por la cual es importante 
adelantar el estudio detenido sobre los regímenes de responsabilidad. 
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5. OBJETIVOS 
 
5.1 Objetivo General 
 
 Determinar la evolución del artículo 90 de la Constitución Política de Colombia 
(1991) en lo que respecta a la tipología de la responsabilidad del Estado, de acuerdo a la 
evolución constitucional, doctrinal y jurisprudencial. 
 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
 
Realizar un análisis documental y descriptivo sobre los antecedentes, conceptos y 
fundamentos teóricos sobre la tipología de la responsabilidad del Estado en Colombia. 
 
Sintetizar la importancia de la tipología de la responsabilidad del Estado antes y después 
del aporte de la Asamblea Constituyente de 1991. 
 
Aportar sobre la percepción jurisprudencial para la aplicación y fundamentación de la 
responsabilidad del Estado en lo Contencioso Administrativo 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado del  Arte 
 
 “La utilidad jurídica del título de imputación riesgo excepcional para el 
estudio de la responsabilidad extracontractual del Estado” – Sandra 
Milena Rodríguez Mora – Repositorio Universidad del Rosario.  
 
Aspectos: la falla del servicio corresponde al régimen de responsabilidad subjetiva, 
donde el elemento fundamental para atribuir responsabilidad al Estado es la “culpa de la 
administración”. 
 
 
 “Elementos de la reforma constitucional en Colombia y en el nuevo 
marco institucional” – Gabriel Murillo y Victoria Gomez – Repositorio 
Universidad del Rosario.  
 
Aspectos: El artículo examina el impacto social y político que tuvo lugar con el cambio 
constitucional ocurrido en Colombia desde la década de los noventa y resultante del 
modelo consagrado en la Constitución política de 1991 
 
 
 “El daño especial como título jurídico de imputación de responsabilidad 
extracontractual por actos terroristas: su transición a fundamento de 
compensación”. –Andrés José Quintero Gnecco – Repositorio Universidad 
Nacional.  
 
Aspectos: La responsabilidad del Estado, es uno de los elementos que caracterizan al 
nuevo constitucionalismo: en Colombia solo a partir de la Carta Política de 1991 se 
consagró una clausula general de responsabilidad. No obstante ello, no significa que antes 
de ello no se hubiera generado responsabilidad estatal, pero su fundamentación estaba 
dado por otro tipo de normas, sin rango constitucional. 
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 “Efectividad de la acción de repetición como mecanismo de defensa del 
erario público colombiano 2004-2015” – Nancy Rodriguez – Repositorio 
Unilibre  
 
 
Aspectos: La acción de repetición es una acción civil por su naturaleza retributiva de 
contenido económico y de obligatorio cumplimiento cuando el daño causado, razón de la 
condena contra el Estado, haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de su agente. 
 
 
 
 “La acción de repetición como mecanismo moralizador de la función 
pública: luces y sombras” – Civilizar ciencias sociales y humanas – 
universidad Sergio Arboleda. 
 
 
Aspectos: en nuestro país, se puede decir que desde la época de la colonia existía un 
incipiente sistema de responsabilidad del Estado limitado por normas de derecho, morales 
y religiosas (Ruiz 2008 p.XI). 
 
 
 “Apuntes Sobre el Daño punitivo en la responsabilidad patrimonial 
colombiana” – revista faculta de derecho y ciencias políticas Aristizabal 
Velasquez David – Universidad Pontificia Bolivariana .:  
 
 
Aspectos: Los daños punitivos se imponen como un mecanismo eficaz para prevenir, 
retribuir y castigar conductas que por su amenazante contenido subjetivo requieren de la 
imposición legitima de una sanción privada de carácter pecuniario, con el fin de reafirmar 
la confianza en la justicia y en los diferentes mecanismos legales tendientes a la 
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obtención del orden público; mostrándole al causante del daño la intransigencia social 
frente a este tipo de conductas crasas. 
 
 
6.2 Marco Teórico 
 
 Respecto al marco teórico sobre el tema a desarrollar, en la doctrina Española, se 
ha tenido también esa visión para analizar el concepto de la antijuridicidad del daño:  
 
Un perjuicio se hace antijurídico y se convierte en lesión resarcible 
siempre que y solo cuando la persona que lo sufre no tiene el deber 
jurídico de soportarlo; la antijuridicidad del perjuicio es, pues, una 
antijuridicidad referida al perjudicado. Como lo dijo con toda corrección 
la sentencia de 27 de enero de 1971 y reiteró el auto del 10 de febrero de 
1972, la lesión supone un “perjuicio que no es antijurídico por la manera 
de producirse sino porque el titular del bien o derecho lesionado no tiene 
el deber jurídico de soportarlo, aun cuando el agente que lo ocasione obre 
dentro del marco de la licitud”.1 
 
 
 Por su parte, la imputación de que trata la norma en comento refiere a la 
adjudicación que se haga a la entidad estatal de la realización de la conducta generadora 
del daño. Para que se pueda predicar que el Estado debe responder por un daño, será 
necesario determinar que el mismo fue causado por la conducta de uno de sus agentes. 
 
                                                             
1
 García de Enterria, Eduardo; Ramón Fernández, Tomas. Curso de Derecho Administrativo., Tomo II 
págs. 364 y 365. Editorial Temis. Bogotá 2008. 
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 El concepto de la imputación lo ha abordado el Consejo de Estado2 en no pocas 
ocasiones, como elemento inescindible de la antijuridicidad del daño, como presupuesto 
de la responsabilidad del Estado.  
 
 Imputar ha dicho la alta Corporación es “atribuir el daño que padeció la víctima al 
Estado, circunstancia que se constituye en condición sine qua non para declarar la 
responsabilidad patrimonial de este último”, por eso, continúa la sentencia en comentario 
“que elemento indispensable - aunque no siempre suficiente - para la imputación, es el 
nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo” de manera que el daño 
deviene necesariamente como consecuencia de la acción o la omisión de la autoridad. Y 
continúa dicha providencia “Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de 
la C.P., en cuanto exige - en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado-, 
que los daños antijurídicos sean "causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas", está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica”.  
 
 
 La Corte Constitucional en sentencia cuyo ponente fue el doctor Rodrigo Escobar 
Gil citada por el Consejo de Estado, sobre este tópico afirma que "para el nacimiento de 
la obligación de reparar no basta sólo la imputatio facti; es decir, la relación de 
causalidad entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio juris, es decir, 
una razón de derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la 
víctima se desplace al patrimonio del ofensor", y además dice que "Para poder imputar 
un daño a un ente público, lo que interesa es ... que el ente tenga la titularidad del 
servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios." .  
 
                                                             
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA Consejero 
ponente: ALIER EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ Santafé de Bogotá D. C., veintiuno (21) de octubre de 
mil novecientos noventa y nueve (1999) Radicación número: 10948-11643 Actor: LUIS POLIDORO 
COMBITA Y OTROS Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL 
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 Siendo así, la imputación del daño al Estado implica que su causación obedezca 
necesariamente a una conducta activa u omisiva de una autoridad, enmarcada directa o 
indirectamente en la prestación de un servicio.  
 
 
 Como antes se dijo, el cambio constitucional derivado del artículo 90 pone el 
acento en la existencia de un daño antijurídico como fuente generadora del derecho a 
obtener la reparación de perjuicios, éste siempre debe ser imputable a una entidad estatal, 
dejando de lado el examen de la conducta productora del “hecho dañoso” y su 
calificación como culposa; empero, ello no implica que el régimen de responsabilidad 
patrimonial del Estado sea en todos los casos objetivo, ya que la disposición dejó 
vigentes los diferentes títulos de imputación de la responsabilidad del Estado elaborados 
por la doctrina y la jurisprudencia, los cuales se encasillan dentro de los regímenes 
objetivos y subjetivos según el caso.  
 
 
 Entre los varios títulos de imputación de responsabilidad de la administración 
analizados por la jurisprudencia a partir de la Carta de 1991, se distinguen:  
 
1. La falla en el servicio. 
2. El riesgo excepcional. 
3. Los daños ocasionados por trabajos públicos. 
4. El daño especial. 
5. La expropiación y ocupación de inmuebles en caso de conflicto bélico. 
6. El rompimiento de la igualdad de los administrados frente a las cargas 
públicas. 
7. El enriquecimiento injusto. 
8. El error judicial. 
9. La privación injusta de la libertad, y 
10. El defectuoso funcionamiento de la administración de justicia. 
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 En cuanto a esta composición respecta, se limita el campo de estudio a lo 
relacionado con la administración de justicia ya que dentro de los anteriores títulos de 
imputación la Ley 270 de 1996 configuró la responsabilidad derivada de la prestación de 
este servicio.  
 
6.3 Marco Histórico 
 
 Como antecedente de la tipología de la responsabilidad del Estado con base 
evolutiva en el artículo 90 Constitucional, debe mencionarse que sin perjuicio de la 
necesidad de auscultar las diversas etapas por las que ha pasado la responsabilidad estatal 
en nuestro medio, vale la pena desde ya advertir que el Constituyente de 1991, con el fin 
de definir los debates que se presentaban para la época sobre la viabilidad de la 
declaratoria de esta responsabilidad, dispuso lo que se ha denominado la cláusula general 
de responsabilidad como fuente de obligaciones para el Estado colombiano, frente a la 
producción de un daño antijurídico que le fuera imputable, sin que la norma excluyera a 
ninguna autoridad. 
 
 
 Precisamente con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 y, para 
quienes son lejanos a la materia de que este trabajo trata, se ha considerado que la 
responsabilidad del Estado por los actos de la Administración de Justicia es una figura 
jurídica que nació con el artículo 90 de la Constitución Política al consagrar la cláusula 
general de responsabilidad patrimonial del Estado. Entendían que ante la ausencia de 
legislación expresa al respecto, se abrían paso las analogías.  
 
 
 Nada más alejado de la realidad jurídica colombiana. Ha sido la jurisprudencia 
emanada de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado la que ha desarrollado 
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tal institución, allanando el camino que concluyó con la redacción del citado artículo de 
la Carta. 
 
 En tiempos anteriores a la Constitución de 1991, no existió ningún sistema 
normativo que consagrara la responsabilidad del Estado dadas las diversas ideas que 
sobre el origen supra humano del poder político intentaban explicarlo. Una de ellas, la 
teoría teocrática del poder según la cual el soberano no era responsable, si acaso el 
funcionario estatal que causaba daño incurría en esa responsabilidad pero, valga decirlo, 
más en razón a la merced del mismo titular del poder.  
 
 Eran tiempos en que a la administración de lo público no se le imputaba ilícitos 
porque lo podía todo, sin que se le pudiera exigir indemnización alguna.  
 
 
 Con el advenimiento del Estado liberal, esto es con la asunción del poder por la 
Nación, etapa iniciada con la toma de la Bastilla en Francia, por primera vez se habló de 
la responsabilidad del Estado al consagrar la indemnización en la expropiación, 
pudiéndose asegurar que primigeniamente se habló de responsabilidad del Estado.  
  
 Fue con el caso Blanco (1873) en Francia (un padre reclamó el resarcimiento de 
los daños padecidos por su hija como consecuencia del atropellamiento propinado por un 
vehículo de una empresa tabacalera del Estado) cuando se instituyeron dos principios 
básicos en el derecho público: (i) Todos los asuntos donde estén involucrados entes 
públicos se manejarían con el derecho público y (ii) La responsabilidad del Estado no es 
general ni absoluta porque cada caso en estudio es distinto.  
 
 Hasta 1964 en Colombia se analizó por la Corte Suprema de Justicia la 
responsabilidad del Estado con fundamento en el Código Civil, siendo pues las sentencias 
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proferidas por esa Corporación judicial las que deben consultarse para llegar a la génesis 
de la responsabilidad de la administración. 
 
 Una primera aplicación del Código Civil se da a través de la responsabilidad 
indirecta fundada en sus artículos 2347 y 2349, que contemplan los conceptos latinos de 
culpa in vigilando y culpa in eligiendo, es decir la responsabilidad del Estado por el 
hecho del dependiente de la persona jurídica o responsabilidad por hecho ajeno, postura 
que implicó reconocer al Estado en igualdad con las personas naturales. El elemento 
tipificador en esos eventos era la culpa imputable a personas en la causación del daño, 
como lo indica el profesor Germán Rodríguez Villamizar, es decir, a través de la culpa 
cometida por los funcionarios o dependientes de la persona jurídica en ejercicio de sus 
funciones o con ocasión de ellas. En tales casos sólo era posible desvirtuar la culpa 
acreditando su ausencia o que la persona moral tuvo la suficiente curia en la selección de 
sus agentes y había ejercido una cuidadosa vigilancia sobre ellos.  
 
 En dichos eventos, contra el Estado operaban las dos presunciones de culpa en las 
cuales la carga probatoria se desplazaba al demandado. Por mucho tiempo operó este 
sistema buscando siempre separar la responsabilidad del agente estatal de la 
responsabilidad del ente público.  
 
 Hasta ese momento los litigios se desataban adoptando criterios de 
responsabilidad indirecta con culpa presunta por el hecho de terceros, “cuyo fundamento 
fue la culpa in eligendo e in vigilando, por elegir mal a los funcionarios y no vigilar 
adecuadamente su gestión, tesis rápidamente abandonada, porque el Estado no siempre 
elige a sus funcionarios, como en los casos de cargos de elección popular, y mucho 
menos podría vigilar el desempeño de cada funcionario, dada la magnitud del aparato 
estatal”  
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 A partir de la sentencia del 21 de agosto de 1939 de la Corte Suprema de Justicia -
Sala de Casación Civil- se impuso la responsabilidad directa en aplicación del artículo 
2341. 
 
 Norma que dio base para endilgar la responsabilidad en forma directa a la entidad 
del Estado. Sin embargo, ambos regímenes de responsabilidad tuvieron aplicación 
indistintamente y sin predominio de ninguno de los dos.  
 
 
 Es de resaltar que en la aplicación del régimen de responsabilidad directa, hubo 
dos teorías sobre el nacimiento de la misma; (i) teoría o tesis organicista, según la cual 
toda entidad tiene dos clases de agentes, unos representativos dotados de voluntad de 
decisión y otros simplemente auxiliares. Pero solo los primeros tenían posibilidad de 
incurrir en culpa que comprometiera la responsabilidad del ente estatal, mientras que los 
segundos incurrían indirectamente en esa responsabilidad. (ii) Teoría o tesis de la falla 
del servicio, la que aplicó la Corte en 1939 en el caso de la construcción de la Avenida 
Jiménez en Bogotá, título de imputación que denominó en su momento “Falla Anónima 
de la Administración”, definiéndola como falla del servicio de la entidad, título en el que 
no es necesario individualizar al responsable directo de la obligación administrativa. 
 
 
 Es decir, se abandonó la teoría de la culpa de los agentes de la persona jurídica 
Estado para acudir a la responsabilidad directa de la administración, concebida ésta como 
falla funcional o anónima o culpa de la administración, la que se presume, no por el deber 
de esta de elegir o vigilar sino por el deber primario radicado en la Constitución de 1886, 
cuyo texto era: “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en sus vidas, honra y bienes, y asegurar el respeto 
recíproco de los derechos naturales, previniendo y castigando los delitos”.  
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 En tales direcciones orbitó la Corte Suprema de Justicia hasta 1964, cuando a 
través del Decreto 528 de ese año todos los negocios donde se ventilaran asuntos que 
involucraran al Estado colombiano pasaron a conocimiento del Consejo de Estado que 
continuó examinando la responsabilidad oficial en base a disposiciones constitucionales 
de 1886.  
 
 Puede decirse entonces que hasta cuando se promulgó la Ley 167 de 1941 
(Código de lo Contencioso Administrativo) como producto de la doctrina y la 
jurisprudencia sobre la responsabilidad del Estado se le dio un manejo completamente 
civilista. 
 
 Al asumir funciones jurisdiccionales el Consejo de Estado comenzó a fundarse la 
responsabilidad que se viene analizando en normas de derecho administrativo y 
principalmente en los artículos 16, 30 y 33 de la Constitución Nacional de 1986, como 
fundamentos de la imputación de responsabilidad patrimonial del Estado. 
 
 
6.4 Marco Conceptual 
 
 Como primera medida debe tenerse en cuenta que el artículo 90 de la Constitución 
Política, dirigido a darle rango constitucional al tema de la responsabilidad patrimonial 
del Estado y de los servidores públicos, contiene un mandato imperativo, coercitivo, de 
carácter explícito e indefectible, al ordenar el inicio de la acción de repetición, siempre 
que una entidad pública haya efectuado un reconocimiento indemnizatorio, proveniente 
de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, como 
consecuencia de los daños antijurídicos causados a un tercero por la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un servidor o ex servidor público  - o de un particular que 
desempeñe funciones públicas. 
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 Con el fin de tener un mayor acercamiento de entendimiento del contenido 
abordado para el desarrollo de la propuesta investigativa, se exponen a continuación 
algunos conceptos que en desarrollo del tema en estudio serán de importancia y 
permitirán entender de mejor manera lo expresado por sus autores.  
 
 Responsabilidad. 
 
 El Nuevo Diccionario Ilustrado Sopena3 define la responsabilidad con dos 
acepciones a saber:  
(i) Obligación de satisfacer cualquier daño o perjuicio.  
(ii) Carga u obligación moral que resulta para uno de cualquier descuido o 
yerro en cosa o asunto determinado.  
 
El diccionario de la Real Academia
4
 en lo que interesa ahora, indica  
 
2. f. Deuda, obligación de reparar y satisfacer, por sí o por otra persona, a 
consecuencia de un delito, de una culpa o de otra causa legal. Y  
3. f. Cargo u obligación moral que resulta para alguien del posible yerro 
en cosa o asunto determinado. 
4. f. Der. Capacidad existente en todo sujeto activo de derecho para 
reconocer y aceptar las consecuencias de un hecho realizado libremente. 
 
 
 Si se tienen en cuenta las anteriores definiciones y en forma genérica se puede 
afirmar que el concepto gramatical de la responsabilidad está ligado primordialmente a 
dos grandes ámbitos: el de la moral y el del derecho. En los dos refiere a la consecuencia 
que surge para el partícipe en la realización de un hecho del cual se ha derivado un daño. 
                                                             
3
Nuevo Diccionario Ilustrado de la lengua Española, Editorial Ramón Sopena S.A. Provenza 1.995. 
4
Versión consultada en la página WEB www.rae.es el 15-08-2013 a las 9Ñ35. P.m. 
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 Como en este trabajo interesa aquel concepto que tiene implicaciones jurídicas, en 
esa dirección se enfocará el análisis. 
 
 Concretadas pues, las definiciones anteriores no se apartan mucho de lo que desde 
el lenguaje del derecho, como ciencia, se puede afirmar; (Bohórquez B Luís F y Jorge I 
1988
5
) definen la responsabilidad así: 
 
1) Situación jurídica derivada de una acción u omisión ilícitas, que 
consiste en el deber de reparar el daño causado.  
2) Posición jurídica del obligado concurrente o subsidiariamente a 
satisfacer una deuda ajena. (Couture). 
 
 
 En un ámbito más concreto como el derecho civil, bien ilustrativo resulta la 
presentación que se hace en la obra de los hermanos Mazeaud
6
 sobre la responsabilidad. 
Allí se afirma que para que ésta exista se requiere un daño, y en consecuencia una 
persona que lo sufra, una víctima, ante lo cual se cuestionan los autores si siempre que 
haya un daño surge un problema de responsabilidad; responden que ello no es posible 
siempre, en tanto que pueden presentarse dos situaciones, dependiendo quien fuere el 
causante del hecho dañoso: si se trata de la propia víctima, no surge un problema de 
responsabilidad ya que el autor del hecho no puede más que quejarse de sí mismo y en 
esa medida la situación no importa al derecho.  
 
 
 Pero teniendo en cuenta que siendo otro el autor del daño y habiendo dos actores 
en la escena jurídica, se rompe la armonía que debe reinar entre los individuos y, por 
                                                             
5
Bohórquez B Luis F y Jorge I. Diccionario Jurídico Colombiano Editora Jurídica Nacional Primera 
Edición 1988.  
6
Mazeaud, Henry y Leon, Tunc André. Tratado Teórico Práctico Tomo 1-i Ediciones Jurídicas Europa 
América, Buenos Aires 1.961. 
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ende, surge un conflicto que en últimas es el que contempla el problema de la 
responsabilidad. De allí fluye que una persona es responsable siempre que debe reparar 
un daño. 
 
 
 Es así que para Alessandri7, el concepto de responsabilidad genéricamente 
hablando, tiene relación de implicancia con el concepto de culpabilidad, de ahí que se 
afirme que un sujeto es responsable de un hecho cuando a él se le puede imputar por 
haberlo ejecutado con voluntad y discernimiento, empero en el campo de la 
responsabilidad con sentido jurídico, y más precisamente la civil, no se define por su 
fundamento sino por las consecuencias jurídicas que el hecho acarrea para su autor. 
Define entonces la responsabilidad civil como “la obligación que pesa sobre una 
persona de indemnizar el daño sufrido por otra.” 
 
 
 Este autor (Alessandri 1987) citando a Joserrand afirma:  
 
“El problema de la responsabilidad civil, cuya importancia es, pues, 
enorme, consiste en procurar que todo daño inferido a la persona o 
propiedad de otro sea reparado, es, decir, en determinar quién debe 
soportar ese daño, si la víctima o su autor, y en “fijar, por lo mismo, los 
límites en que cada individuo puede ejercer impunemente su actividad”.8 
 
 
 Además es claro para el objeto de este escrito y como ya se puede entrever, que el 
concepto de responsabilidad interesa en tanto la connotación que se le otorgue sea de 
contenido jurídico, es decir, siempre y cuando al referirse a la responsabilidad se aluda a 
                                                             
7
Alessandri Rodríguez, Arturo. De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil. Imprenta 
Universal, Santiago de Chile 1987. Pág 11.  
8
Op cit. Pág 23 
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un concepto que genere consecuencias en el mundo de lo jurídico, excluyendo otras que 
pueden resultar interesantes, pero ya oteadas desde otros ámbitos de estudio como la 
filosofía, por ejemplo.  
 
 
 La definición que tiene el Código Civil en el artículo 2341 es de esta textura: El 
que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el 
delito cometido, norma que entendiéndose integrada con el artículo 1494 que determina 
las fuentes de las obligaciones y porque guarda perfecta coherencia, al señalar que “las 
obligaciones nacen (…) ya a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a 
otra persona, como en los delitos; ya por disposición de la ley, como entre los padres y 
los hijos de familia.  
 
 
 De acuerdo a lo expuesto, puede decirse entonces que la responsabilidad, 
jurídicamente hablando, comprende el estudio de las consecuencias obligacionales que se 
derivan para una persona que a causa de una acto o un hecho que le es imputable, generan 
un detrimento cuantificable económicamente a los derechos de otro.  
 
 
 Daño 
 
 
 Con respecto al daño, asumir su definición obliga a realizar una mirada a la obra 
de la profesora Laura Castro
9
, sobre sinónimos y antónimos, dado que en el lenguaje 
común el daño se asocia primordialmente a perjuicio, pero también a lesión, deterioro, 
mal, desgaste o maleficio. 
                                                             
9
Castro de Amato., Laura. Gran Diccionario de Sinónimos y Antónimos. Ediciones Okapi, séptima Edición. 
Bogotá 1991. 
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 El diccionario Sopena10 define el daño como efecto de dañar, que es causar un 
perjuicio, menoscabo dolor o molestia, y en una segunda acepción dice que es maltratar o 
echar a perder una cosa 
 
 Simplemente a manera ilustrativa, se puede ver cómo la Corte Constitucional en 
sentencia C-052 de 2012 sobre el concepto de daño expresó: 
 
“Ahora bien, es importante destacar que el concepto de daño es amplio y 
comprehensivo, pues abarca todos los distintos fenómenos usualmente 
aceptados como fuente generadora de responsabilidad, entre ellos el 
daño emergente, el lucro cesante, el daño moral en sus diversas formas, 
el daño en la vida de relación, el desamparo derivado de la dependencia 
económica que hubiere existido frente a la persona principalmente 
afectada, así como todas las demás modalidades de daño, reconocidas 
tanto por las leyes como por la jurisprudencia, ahora o en el futuro.  
Según encuentra la Corte, la noción de daño comprende entonces 
incluso eventos en los que un determinado sujeto resulta personalmente 
afectado como resultado de hechos u acciones.(…)”  
 
 
 En el mismo sentido, para la existencia del daño, (Henao 1998) se requiere, en 
primer lugar, de la existencia de un daño que algún derecho o bien ha debido mermarse, 
en n segundo lugar, que dicho daño sea imputable al autor del hecho dañino, esto es, que 
se pueda predicar que el daño fue causado por un hecho dañino atribuible a una persona 
diferente de la víctima y en tercer y último lugar, se requiere que el hecho dañino que se 
le atribuye a la persona la haga responsable, porque generó un daño antijurídico, es decir, 
no ajustado a derecho, como ocurre en la privación injusta de la libertad.  
 
                                                             
10
Op cit. 
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 Se debe en esta última etapa responder afirmativamente a la pregunta de si el 
autor del daño debe o no responder por el mismo, ya que parto de que no todo daño 
causado por una persona la hace responsable. Es por ello que la noción de daño jurídico, 
que no hace responsable a quien lo produjo, es la contraria de la de daño antijurídico, que 
sí lo hace responsable, y es por ello que, por ejemplo, una persona debe responder si 
causó un daño con hechos dañinos que permiten predicar la competencia desleal y no 
responder  si lo causó en una competencia leal. 
 
 
 En definición concreta del daño, (Henao 1998) lo define de la siguiente forma: "la 
aminoración patrimonial sufrida por la víctima". Lo cual significa que se parte de una 
concepción amplia de patrimonio
11
, en el cual se encuentren incluidos todos los bienes 
materiales e inmateriales y la defensa de sus derechos. 
 
 
 Daño Antijurídico 
 
 Se entiende por daño antijurídico aquel que la persona no debe soportar, porque el 
ordenamiento jurídico no se lo impone pues supera las cargas con que se grava a los 
demás miembros de la colectividad por el hecho de vivir en sociedad.  
 
 Frente a este concepto, vale la pena traer el siguiente pronunciamiento 
jurisprudencial del Consejo de Estado (Sentencia del 25 de marzo de 2010): 
 
“(…) En la actualidad, y para aquellos casos en los cuales resulta 
aplicable la disposición en comento, por haberse configurado la 
                                                             
11
Henao, Juan Carlos. (1998) "El daño. Análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del 
Estado en derecho colombiano y francés", Editorial de la Universidad Externado de Colombia, Santafé de 
Bogotá D.C., 1998, p. 84. 
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privación de la libertad de una persona durante su vigencia, la Sala 
ha venido acogiendo el criterio objetivo, con fundamento en que, en 
los eventos señalados en la segunda parte del artículo 414 del 
Decreto 2.700 de 1.991, la responsabilidad del Estado se configura 
cuando se ha causado un daño antijurídico
12
, por la privación de la 
libertad de una persona a quien se le precluye la investigación o es 
absuelta porque nada tuvo que ver con el delito investigado, sin que 
resulte relevante, generalmente, cualificar la conducta o las 
providencias de las autoridades encargadas de administrar justicia:” 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
sentencia del 25 de marzo de 2010) 
 
 
 Por lo tanto, cada vez que el Estado haga un reconocimiento indemnizatorio para 
reparar patrimonialmente a un tercero, por el daño antijurídico a él infringido, como 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un servidor público o de un 
particular en ejercicio de funciones públicas, el mecanismo ideado por el constituyente y 
desarrollado por el legislador para regular la responsabilidad patrimonial de éstos, 
proteger el patrimonio público y evitar el detrimento económico de las entidades públicas 
mediante el reembolso o el reintegro del monto pagado por la administración, es la acción 
de repetición, cuya naturaleza es jurisdiccional. El fundamento de procedibilidad de la 
acción de repetición lo constituyen entonces dos elementos, la lesión al patrimonio de un 
tercero y la consecuente obligación de indemnizarlo por razón de una condena o de un 
arreglo. 
 
 
 El fundamento de procedibilidad de la acción de repetición lo constituyen 
entonces dos elementos, la lesión al patrimonio de un tercero y la consecuente obligación 
                                                             
12
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 25 de marzo de 
2010, radicación No. 66001-23-31-000-1997-03813-01(17741), Consejera ponente Myriam Guerrero de 
Escobar. 
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de indemnizarlo por razón de una condena o de un arreglo conciliatorio, por la acción 
dolosa o gravemente culposa del agente del Estado. 
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7. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
Tipo de Investigación 
 
 La investigación se enmarca en un paradigma cualitativo, por lo que se hizo una 
lectura inductiva de la realidad, que parte desde las disposiciones legales y 
jurisprudenciales respecto de la responsabilidad del Estado Colombiano 
 
 
Enfoque 
  
El enfoque es exploratorio – descriptivo. Exploratorio porque pocos estudios se han 
encontrado con relación al tema desde una perspectiva jurisprudencial. Descriptivo, 
porque se tomará como base lo expuesto desde la ley y desde la jurisprudencia.  
 
 
Técnicas de Recolección de Información.  
 
Revisión documental.  
Revisión de la Jurisprudencia 
 
Fuentes de Información Primaria y Secundaria 
Fuentes primarias. Normatividad y Jurisprudencia.  
Fuentes Secundarias. Revisión documental, artículos 
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8. DESARROLLO TEMÁTICO 
 
 Con la proclamación de la Constitución de 1991 se efectivizó como principio el 
Estado Social de Derecho que desde 1936 y en sintonía con la influencia de Leon Duguit 
se anunciaba, cuando como por ejemplo, se le asignó a la propiedad una función social. 
Ese advenimiento de la nueva Carta y los vientos que con ella llegaron de la mano de las 
primeras interpretaciones de la Corte Constitucional en cumplimiento de su función de 
salvaguarda del texto Superior, permitieron que el mismo no fuera una simple retórica 
consagrada en el Preámbulo y la parte dogmática, trascendió entonces el Estado Social de 
Derecho de algo intangible, y se le otorgó el rol de garante de los derechos fundamentales 
de la sociedad, derechos cuyo núcleo central lo constituye la dignidad y libertad 
humanas. 
 
 Como se ha afirmado, hasta ese momento e incluso tiempo después de 
promulgada la Carta, la jurisprudencia nacional siguió aplicando las tesis vigentes en la 
materia por los actos de la justicia que causan un daño, lo cual abrió nuevamente el 
debate de si en el texto del artículo 90 se incluían también las autoridades 
jurisdiccionales, debate que era atizado por la vigencia coetánea del artículo 40 del 
Código de Procedimiento Civil creándose la necesidad de proclamar un marco normativo 
que desarrollara el principio de responsabilidad estatal contemplado en el artículo 90.  
 
 
 Lo anterior, pese a la vigencia normativa del artículo 90 constitucional, que 
coexiste con el artículo 40 citado, norma que por cierto poca o ninguna aplicación 
práctica ha tenido, pero que a la vez compartía espacio en el sistema jurídico con otras 
que aludían al tema concreto de la responsabilidad para el Estado por los daños causados 
a las personas involucradas en el proceso penal, concretamente el Decreto ley 2700 de 
1991, que en el artículo 414 establecía unos supuestos específicos.  
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 El texto legal del Código de Procedimiento Penal era el siguiente. 
“ARTICULO 414. Indemnización por privación injusta de la libertad. Quien 
haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado 
indemnización de perjuicios. Quien haya sido exonerado por sentencia 
absolutoria definitiva o su equivalente porque el hecho no existió, el 
sindicado no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, tendrá 
derecho a ser indemnizado por la detención preventiva que le hubiere sido 
impuesta siempre que no haya causado la misma por dolo o culpa grave”. 
 
 De esta manera el panorama normativo en materia de la responsabilidad por los 
daños causados con motivo de la prestación del servicio de Justicia a partir de 1991 
entonces estaba constituido por tres normas principalmente:  
 
(i) La primera vigente desde 1970 (artículo 40 del C. de P. C.) que 
determinaba que cuando a una persona se causaba un perjuicio, para obtener su 
indemnización debía demostrar la existencia de un error grave, grosero y trascendente por 
parte del juez, y era a este a quien se debía demandar, en consecuencia el Estado no era 
responsable por la acción u omisión de sus agentes. Esta responsabilidad entonces se 
enmarca dentro de un régimen subjetivo, pues existe la necesidad de analizar la conducta 
del funcionario causante del daño 
 
(ii) El artículo 90 Constitucional que cambió abiertamente el estudio de la 
responsabilidad, con la cual la misma se pasaría a estudiar desde el ámbito de la 
antijuridicidad del daño, y no como hasta entonces, por la antijuridicidad de la conducta 
del agente estatal. 
 
(iii) La tercera, artículo 414 del Decreto Ley 2700 de 1991 que entró en vigencia 
recién expedida la Constitución, que tan solo regulaba el evento de la privación 
injusta de la libertad, y que estableció la responsabilidad estatal, cuando se daban 
los tres supuestos contemplados en la norma.  
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 Seguía pues huérfano el sistema jurídico positivo en cuanto los daños al particular 
tuvieran origen en causas diferentes, casos en los cuales era la jurisprudencia del Consejo 
de Estado, basada primordialmente en el título de imputación genérico de la falla del 
servicio, la que salía al respaldo de las garantías de las personas. 
 
 
 Esa profusa jurisprudencia del Consejo de Estado una vez más, abrió el camino al 
Legislador, esta vez estatutario, para introducir al sistema positivo una norma que 
regulara la responsabilidad del Estado, por la administración de justicia, en forma más 
completa.  
 
 
(iv) La Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. En efecto, en 1996 se expidió 
la Ley 270 Estatutaria de la Administración de Justicia, norma que consagró 
expresamente en su artículo 65 la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, con ocasión de la prestación del servicio de 
administración de justicia. Reguló este estatuto los casos concretos en los cuales el 
Estado respondería por la administración de justicia, puntualizando tres títulos de 
imputación:  
 
a) El funcionamiento defectuoso de la administración de justicia;  
b) El error jurisdiccional; y  
c) La privación injusta de la libertad.  
 
 
Dicha Ley además de ello plasma las causales de exoneración de responsabilidad 
como el dolo o culpa de la víctima, y en el caso de error judicial, el no haber interpuesto 
los recursos consagrados, excepto en los eventos de privación injusta de la libertad. 
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Jurisprudencia de la responsabilidad del Estado 
 
 
Está dividida en dos periodos, así: 
 
1. jurisprudencia de la Corte suprema de justicia. La cual se dio hasta el año de 
1964, y data desde el siglo XIX, y sobresalen los siguientes regímenes especiales en ella. 
 
a.  regímenes indemnizatorios especiales, donde aplicaban la ley explícitamente 
indemnizando a las personas perjudicadas por acción u omisión. Lo importante era la 
existencia del texto legal  
 
b. responsabilidad indirecta: fundamentado en los artículos 2347 a 2349 del código 
civil, que se sustentan en los concepto de culpa in eligendo y culpa invigilando; 
caracterizada por lo siguiente: existe una responsabilidad, por actos cumplidos en 
ejercicio de los cargos o con ocasión de los mismos; donde la posición jerárquica o la 
calidad de las funciones desempeñadas carecen de la importancia al efecto; por otro lado 
hay presunción de culpa en contra de la persona moral,  donde se supone que ésta ha 
debido de elegir bien (culpa in eligendo) y vigilar diligentemente a su agente (culpa in 
vigilando). Cabe anotar que la presunción puede destruirse mediante la prueba de la 
ausencia de culpa. 
 
c. responsabilidad directa: se comenzó a partir de los años cuarenta, se trataba de 
sostener que no hay razón para distinguir entre la persona moral y sus agentes,  ya que 
son un mismo ente. El fundamento de esta responsabilidad está basado en el artículo 
2341 del código civil. 
 
 
2. jurisprudencia del Consejo de Estado. El cual arranca a regir a partir del año 
1964 hasta nuestros días,  regido por el decreto de Ley 01 de 1984, adoptando este el 
código contencioso administrativo con algunas modificaciones dictaminadas en el 
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decreto de ley 2304 de 1989 y ley 446 de 1998. Donde se destacaron los siguientes 
hechos: 
 
La primera característica es que su jurisprudencia se encuentra limitada a la 
aplicación de normas legales en el caso de normas sobre trabajos públicos y la ley 167 de 
1941. Se destacó en este periodo la sentencia del 29 de julio de 1947, con el caso del 
periódico “El Siglo S.A”, en el cual el Consejo de Estado aplicó por primera vez el 
régimen de responsabilidad objetiva aplicada como daño especial, donde se hace efectivo 
el principio de igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas. En la misma, se 
consagra la responsabilidad por hechos y actuaciones de la administración fundamentada 
en la igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas basados en la ley 167 de 1941 
que constituía el Código Contencioso Administrativo. 
 
 
Luego entre los años 1964 a 1991 con la Constitución Política de 1991. A través del 
decreto ley 528 de 1964, se presentan ante el tribunal contencioso administrativo la teoría 
de la falla del servicio, donde se contemplaba que “como consecuencia de un mal 
funcionamiento del servicio o del funcionamiento tardío del mismo se causa una lesión o 
un daño, el Estado era responsable y por consiguiente está en la obligación de 
indemnizar los perjuicios ocasionados…esta responsabilidad se origina en último 
término en el deber primario del Estado de suministrar a los asociados los medios 
conducentes a la efectividad de sus servicios, a la consecución de sus fines; en otras 
palabras, a la realización del  bien común” – Anales del Consejo de Estado, T.L LXXII, 
pag 257. 
 
En el año de  1990 el Consejo de Estado, modificó la noción del falla del servicio, 
donde “la violación del contenido obligacional que se impone al Estado y que puede ser 
infringido, ya sea porque así se deduce nítidamente de una norma que estatuye con 
precisión aquello a lo cual está obligado el Estado frente al caso concreto, ya sea porque 
así se deduce de la función genérica del Estado, que se encuentra plasmada 
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prioritariamente en el artículo 16 de la Constitución Política” – Anales del Consejo de 
Estado, T. CXVIII, pag 789 
 
 
Con lo anterior, se buscaba que al realizar la aplicación de dicha noción se verifique 
que si se presenta una violación de la ley por parte de los entes administrativos, o alguna 
violación a la Constitución como tal, en los casos de mal funcionamiento, funcionamiento 
tardío o el no funcionamiento del servicio.  
 
 
Ahora bien, con la Constitución Política de 1991 y en adelante, se incorporó como 
fundamento de la responsabilidad extracontractual del Estado, doctrina y jurisprudencia a 
través del artículo 90, el concepto de “daño antijurídico”.  
 
 
 Artículo 90: “el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos 
 que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades 
 públicas. 
 En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de 
 tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
 culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra este”. 
 
 
A  través del mismo, se dan como consecuencia lo siguientes aspectos: 
 
 A través de la Constitución Política, el principio general de responsabilidad 
patrimonial de la administración pública se aplica específicamente y no se  
deriva de otra  normatividad  
 el cimiento de la responsabilidad de la administración pública, es el daño 
antijurídico, centrando todo en el daño y no en la culpa o dolo. 
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Con el transcurrir del tiempo se da la teoría mixta de la Responsabilidad, con la cual 
relacionamos las siguientes sentencias que hablan sobre la misma 
 
 Sentencia del 25 de febrero de 1993 “...pero decir daño antijurídico no quiere 
 significar que la noción de falla del servicio desapareció de la responsabilidad 
 estatal y menos que el acreedor de la indemnización ya no tenga que probar la  
 falla si la hubo o la conducta irregular que lo lesionó ….En síntesis, la nueva 
 Constitución, a pesar de su amplitud en materia de responsabilidad, no la hizo 
 exclusivamente objetiva ni borró del ordenamiento la responsabilidad por falla 
 del servicio. Las nociones de imputabilidad y de daño antijurídico así lo dan a 
 entender”. 
 
 
Sentencia del 2 de marzo de 1993 “…la consagración misma del daño antijurídico 
 como supuesto de la responsabilidad estatal no está ni objetivándola ni 
 descartando de dicha responsabilidad la noción de falla del servicio, sino solo 
 ampliando su ámbito de aplicación, porque así esta puede darse no solo cuando 
 el daño provenga de la conducta irregular o ilegal de la administración (en 
 sentido lato, cuando el servicio funcionó irregularmente o no funcionó), sino 
 también cuando, prescindiendo de que la actuación haya sido regular o no, quien 
 lo sufre no tenía la carga de soportarlo. 
 No es del todo exacto que luego de la expedición de la Carta de 1991 la 
 responsabilidad estatal se volvió objetiva y en ningún evento se pueda probar la 
 conducta irregular de la administración que produjo el daño, aunque si puede 
 estimarse que la jurisprudencia deberá tener también en cuenta ese criterio 
 objetivista para su interpretación”.  
 
 
 
 
 
38 
 
Importancia de la tipología de la responsabilidad del Estado  
 
 
El doctor Juan Carlos Esguerra, en ponencia del 22 de abril de 1991, el bosquejo 
del artículo sobre el tema de Responsabilidad del Estado, el cual fue discutido por la 
comisión primera de la Asamblea Nacional Constituyente, con lo cual se decide dar 
independencia al tema de la responsabilidad del Estado a nivel patrimonial.  El artículo 
fue aprobado en la plenaria de la Asamblea Nacional constituyente el 29 de junio de 
1991, comisión primera. 
 
A través de la Gaceta Constitucional N. 56, pag 766, así: “las autoridades públicas 
serán responsables por infracción de la constitución y de las leyes y por extralimitación 
u omisión en el ejercicio de sus funciones. Cualquier persona podrá solicitar de la 
autoridad competente la aplicación de las correspondientes sanciones penales o 
disciplinarias.  
 
Cuando será procedente, también podrá demandar ante el juez competente que se 
ordene a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido. El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la 
acción o la omisión de las autoridades públicas. La demanda podrá dirigirse contra el 
Estado, la autoridad pública o uno y otra. En el evento de ser condenado el Estado a la 
reparación patrimonial de uno de tales daños que haya sido consecuencia culposa de un 
agente suyo, aquel deberá repetir contra éste”. 
 
 
Podemos decir que la posición del constituyente respecto al tema de la 
Responsabilidad del Estado, consistía en cambiar el fundamento dándolo como daño 
antijurídico. Esguerra al respecto se pronunció de la siguiente manera: “por otra parte, 
conviene señalar que el régimen que se propone en materia de responsabilidad 
patrimonial del Estado no se limita a su mera consagración expresa a nivel 
Constitucional, sino que, además, incorpora los más modernos criterios sobre la 
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materia, consistentes en erradicar el fundamento de esa responsabilidad en el daño 
antijurídico y en su imputabilidad al órgano estatal. De esta manera se resuelve el 
problema que hoy ya plantea la insuficiencia de la llamada “falla del servicio público” 
dentro del cual no cabe todas las actuales formas y casos de responsabilidad patrimonial 
tales como el de la responsabilidad por “daño especial”. 
 
“en otras palabras, se desplaza el soporte de la responsabilidad administrativa, del 
concepto subjetivo de la antijuridicidad de la acción del Estado al concepto objetivo de 
la antijuridicidad del daño producido por ella”. 
 
 
Podemos denotar que el propósito del constituyente es darle sustento constitucional 
con respecto a la responsabilidad del Estado, además de fundamentar dicha 
responsabilidad no en la falla de servicio sino en el daño antijurídico, en casos de culpa o 
dolo en la acción u omisión, guardando siempre concordancia con la doctrina actual. 
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9. CONCLUSIONES 
 
 
 El concepto de daño antijurídico como fundamento de la Responsabilidad 
Patrimonial de la administración pública, denota el prestar mayor atención al daño 
causado al ciudadano que  al agente que generó el daño llámese persona o servicio 
prestado. 
 
 
 La columna vertebral de la  Responsabilidad del Estado es el daño antijurídico, 
siendo este la máxima expresión de los principios de solidaridad e igualdad de los 
Colombianos, como lo establecen los artículos 1 y 13 de la Constitución Política de 1991. 
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